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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Ministerio de Cultura

	Fecha (dd/mm/aa):
	Indique la fecha en que se presenta a Secretaría Jurídica de Presidencia

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	Por el cual se adiciona el Decreto 1080 de 2015 Único Reglamentario del Sector Cultura en lo relacionado con la gestión documental electrónica en desarrollo de la Ley 594 de 2000 y parcialmente el artículo 11 de la Ley 2080 de 2021.



	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.
La expedición del Decreto “Por el cual se adiciona el Decreto 1080 de 2015 Único Reglamentario del Sector Cultura en lo relacionado con la gestión documental electrónica en desarrollo de la Ley 594 de 2000 y parcialmente el artículo 11 de la Ley 2080 de 2021”, encuentra su fundamento en el marco normativo que se enuncia a continuación: 
La Ley 527 de 1999 “Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones” establece la aplicación de los requisitos jurídicos de los mensajes de datos, define y reglamenta el uso y acceso a los mismos.
El artículo 19 de la Ley 594 de 2000 “Por medio de la cual se dicta la Ley General de Archivos y se dictan otras disposiciones” contempló que las entidades del Estado podrán incorporar tecnologías en la administración y conservación de sus archivos, empleando medios técnicos, electrónicos e informáticos. 
La Ley Estatutaria 1266 de 2008 “Por la cual se dictan las disposiciones generales del hábeas data y se regula el manejo de la información contenida en bases de datos personales, en especial la financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países y se dictan otras disposiciones”, se refiere a habeas data, regulando el uso de las bases de datos personales.  

La Ley 1581 de 2012 “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales”, hace referencia al derecho constitucional que tienen todas las personas a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bases de datos o archivos, y los demás derechos, libertades y garantías constitucionales a que se refiere el artículo 15 de la Constitución Política; así como el derecho a la información consagrado en el artículo 20 de la misma.

El artículo 59 de la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, define el expediente electrónico como el conjunto de documentos electrónicos que surgen de un procedimiento administrativo, cualquiera que sea el tipo de información que contenga. En este sentido, las autoridades correspondientes deberán garantizar la seguridad digital del expediente, la observancia de los requisitos de archivo y conservación en medios electrónicos, dando cumplimiento a los estándares de gestión documental, atendiendo lo establecido en la ley.
Que el artículo 3 de la Ley 1712 de 2014 “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones” estipula que el Principio de calidad de la Información consiste en que toda la información de interés público que sea producida, gestionada y difundida por el sujeto obligado, deberá ser oportuna, objetiva, veraz, completa, reutilizable, procesable y estar disponible en formatos accesibles para los solicitantes e interesados en ella, teniendo en cuenta los procedimientos de gestión documental de la respectiva entidad. Para cumplir lo anterior, los sujetos obligados deberán implementar procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos electrónicos auténticos.

El Decreto 1080 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura”, establece directrices en relación con la gestión documental electrónica de forma integral en el quehacer archivístico de la Nación, enfatizando la gestión de documentos electrónicos de archivo.
Por su parte el artículo 2.2.9.1.2.1 del Decreto 1078 de 2015, “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del sector de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones”, señala que el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones – MinTIC deberá definir la Política de Gobierno Digital acompañada de lineamientos y estándares, que permitan generar valor público en un entorno de confianza digital a partir del aprovechamiento de las TIC.
El Decreto Ley 2106 de 2019 “Por el cual se dictan normas para simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y procedimientos innecesarios existentes en la administración pública” señala que las autoridades que realicen trámites, procesos y procedimientos por medios digitales deberán disponer de sistemas de gestión documental electrónica y de archivo digital, asegurando la conformación de expedientes electrónicos con características de integridad, disponibilidad y autenticidad de la información. La emisión, recepción y gestión de comunicaciones oficiales, a través de los diversos canales electrónicos, deberá asegurar un adecuado tratamiento archivístico y estar debidamente alineado con la gestión documental electrónica y de archivo digital.
En la actualidad, las iniciativas del Gobierno Nacional orientadas a la implementación de tecnologías para el manejo de la información, descritas en documentos como el Conpes 3920 sobre Big Data, Conpes 3975 de Transformación Digital y en Normas como la Ley 2015 de 2020 “Por medio de la cual se crea la historia clínica electrónica interoperable y se dictan otras disposiciones”, conllevan a la necesidad de reglamentar aspectos asociados a la administración y gestión documental electrónica, enfocados en la planeación para la gestión documental electrónica, Sistema de Gestión de Documentos Electrónicos de Archivo – SGDEA, conformación de expedientes electrónicos, intercambio de documentos electrónicos, generalidades y enfoque de la digitalización de documentos, aspectos referentes a la preservación digital a largo plazo, transferencias documentales electrónicas y eliminación de documentos electrónicos, entre otros aspectos. Por lo anterior, es pertinente adicionar una sección al Capítulo VII (Gestión de Documentos Electrónicos de Archivo), del Título II (Patrimonio Archivístico), Parte VIII (Patrimonio Bibliográfico, Hemerográfico, Documental y Archivístico), del Decreto 1080 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura”.
Las entidades públicas y privadas que cumplen funciones públicas se encuentran implementando herramientas tecnológicas que les permiten el desarrollo y ejecución de sus actividades misionales, facilitando la prestación de sus servicios y optimizando tiempos de respuesta. Como resultado de la implementación de estas tecnologías, las entidades están generando y gestionando gran volumen de documentos electrónicos. Hoy, la gestión de documentos electrónicos, digitalización de documentos y preservación digital, requiere un marco normativo que permita a estas entidades, adoptar lineamientos y directrices que garanticen la adecuada gestión y manejo de estos documentos y actividades tecnológicas. 
De esta manera, la expedición del presente Decreto se hace necesaria toda vez que se deben definir y reglamentar los aspectos asociados a la gestión documental electrónica, digitalización de documentos y preservación digital a largo plazo,  respondiendo  a las necesidades de acceso a la información pública de manera confiable, adoptando las medidas necesarias que permitan a través de mecanismos humanos, técnicos, tecnológicos y administrativos, garantizar y validar la autenticidad, integridad, fiabilidad, usabilidad y no repudio de la información generada, transmitida, gestionada y preservada de manera electrónica o digital, en articulación con los Servicios Ciudadanos Digitales.
Dicha expedición, además de reglamentar lo expuesto anteriormente, permitirá mitigar notablemente los riesgos de suplantación de identidad en trámites, procesos y procedimientos administrativos, además de garantizar el acceso, recibo, custodia, preservación del patrimonio documental del país, así como facilitar la interacción de los documentos electrónicos entre entidades y ciudadanos, en cumplimiento al Decreto 2106 de 2019 “Por el cual se dictan normas para simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y procedimientos innecesarios existentes en la administración pública”.
Así, el presente decreto cuenta con seis subsecciones, cuyo alcance se enuncia a continuación:

SUBSECCIÓN I. GENERALIDADES: en este punto, se enmarcan aspectos que permiten la comprensión y aplicación del articulado del decreto, toda vez que se señala su objeto, ámbito de aplicación e interpretación. 

En este sentido, el objeto permite entender el por qué o para qué se adopta la presente disposición normativa, el ámbito de aplicación identifica los sujetos sobre los cuales recae el decreto y la interpretación señala las normas que se deben tener en cuenta para la correcta aplicación de las disposiciones contempladas en el articulado del decreto.
SUBSECCIÓN II. GESTIÓN DOCUMENTAL ELECTRÓNICA: sobre el particular,  el decreto reglamenta elementos de la gestión documental electrónica que deben ser considerados en la política de gestión documental y los instrumentos archivísticos, así como lineamientos con relación al expediente y el documento electrónico, su interoperabilidad y la firma electrónica.
Establece la obligatoriedad de implementación del Sistema de Gestión de Documentos Electrónicos a partir del análisis de la producción documental, para lo cual hace uso del Modelo de requisitos (instrumento archivístico) y un modelo de flujos de trabajo planteado.
Asimismo, contempla la integración de la gestión documental electrónica con los diferentes sistemas de gestión, los sistemas de información internos y externos y las estrategias de implementación tecnológica establecida por el Gobierno nacional, como los Servicios Ciudadanos Digitales y los canales digitales, para gestionar adecuadamente toda la documentación que se recibe o produce en soporte electrónico y que debe ser tratada archivísticamente.
SUBSECCIÓN III. DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS: entendiendo que la digitalización es un proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte análogo (papel, vídeo, casetes, cinta, película, microfilm) en uno o varios archivos digitales que contienen la imagen codificada, fiel e integra al documento, este decreto establece lineamientos básicos para la planeación de la digitalización de documentos, su enfoque y tipos de digitalización, que deben ser aplicados por los sujetos obligados para el adecuado desarrollo de esta actividad tecnológica, procurando la organización archivística de los documentos, la conservación física teniendo en cuenta condiciones ambientales y operacionales, la seguridad y perdurabilidad de la información.
SUBSECCIÓN IV. PRESERVACIÓN DIGITAL A LARGO PLAZO: La preservación digital a largo plazo surge de la necesidad de generar lineamientos que permitan a las entidades del Estado garantizar la perdurabilidad y accesibilidad de la información digital que se está produciendo en desarrollo de las funciones de cada una de las entidades. Si bien el artículo 2.8.2.7.8. del Decreto 1080 de 2015 señala los requisitos para la preservación y conservación de los documentos electrónicos de archivo, el objetivo de esta subsección es ampliar los lineamientos adoptados, permitiendo la integración de la preservación digital a largo plazo con la política de gestión documental, sus principios, su representación en instrumentos archivísticos (Programa de Gestión Documental y el Plan de Preservación Digital a largo plazo), elementos necesarios para el establecimiento de estos (riesgos y estrategias) e imponer la obligatoriedad de implementar el Sistema de Información de Preservación Digital. Lo anterior teniendo en cuenta que los documentos son importantes para la administración y la cultura porque son una herramienta imprescindible para la toma de decisiones basadas en antecedentes.
SUBSECCIÓN V. TRANSFERENCIAS DOCUMENTALES ELECTRÓNICAS Y ELIMINACIÓN DE DOCUMENTO ELECTRÓNICO: El artículo 2.8.2.7.13. del Decreto 1080 de 2015 dispuso que el Archivo General de la Nación Jorge Palacios Preciado y el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, establecerán las directrices para entregar las transferencias de archivos electrónicos de valor histórico, los requisitos de archivo y conservación en medios electrónicos de los documentos y expedientes de archivo que se hayan gestionado utilizando dichos medios, así como los requisitos para la transferencia primaria y secundaria.  Por lo anterior, esta subsección establece lineamientos básicos para la preparación y realización de las transferencias electrónicas secundarias y la eliminación de documentos electrónicos, con el fin de garantizar que dichas actividades se lleven a cabo correctamente en procura del patrimonio documental del Estado. 
SUBSECCIÓN VI. OTRAS DISPOSICIONES SOBRE DOCUMENTO ELECTRÓNICO DE ARCHIVO: en este punto se incluyen elementos para el fortalecimiento armónico de la gestión documental electrónica, su relación con los elementos de la planeación estratégica, la responsabilidad de los diferentes actores y su seguimiento, para lograr el reconocimiento y evolución de la gestión documental electrónica al interior de los sujetos obligados.
Por otra parte, teniendo en cuenta que el artículo 2 del Decreto reglamentario 1287 de 2020 faculta al Archivo General de la Nación para establecer los lineamientos y directrices para la firma de documentos expedidos durante el trabajo en casa, el presente decreto contiene un artículo de carácter transitorio el cual establece los lineamientos en esta materia, en el marco de la emergencia sanitaria decretada con ocasión a la pandemia generada por COVID – 19. Lo anterior con el fin de garantizar el adecuado funcionamiento de la administración atendiendo al cumplimiento de los fines del Estado. 
Cabe resaltar que, si bien nos encontramos ante una estrategia de modernización del Estado, el presente decreto no establece un trámite ni modifica uno existente en la ley, razón por la cual no deberá someterse a consideración del Departamento Administrativo de la Función Pública, de conformidad con el artículo 39 del Decreto Ley 019 de 2012.

Finalmente, es menester indicar que, mediante Comité Extraordinario de Dirección del Archivo General de la Nación, efectuado el 08 de febrero de 2021, fue aprobado el proyecto de Decreto “Por el cual se adiciona el Decreto 1080 de 2015 Único Reglamentario del Sector Cultura en lo relacionado con la gestión documental electrónica en desarrollo de la Ley 594 de 2000 y parcialmente el artículo 11 de la Ley 2080 de 2021.”

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO
Serán sujetos obligados a la aplicación del presente Decreto, todos los organismos y entidades que conforman las ramas del Poder Público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, los órganos autónomos e independientes del Estado, y los particulares, cuando cumplan funciones administrativas públicas.


cumplida ejecución de las leyes”.

	3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada.
Tanto la Ley 594 de 2000 como la Ley 2080 de 2021 se encuentran vigentes.

3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas.
El presente Decreto modificará el nombre del Capítulo VII del Título II de la Parte VIII del Decreto 1080 de 2015, Único Reglamentario del Sector Cultura.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción).
No hay pronunciamientos de órganos de cierre que pudieran tener impacto o ser relevantes para la expedición del acto.
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales.
N/A


	4. IMPACTO ECONÓMICO 
El presente decreto no tiene impacto económico especial para el Estado. Sin embargo, con la expedición de este se generará impacto positivo en las entidades en el entendido que se automatizarán trámites, procesos y procedimientos contribuyendo a la transformación digital, garantizando la adecuada gestión documental electrónica y preservación digital del patrimonio documental.

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL
En la expedición del presente decreto, no se identifican costos fiscales generados por el proyecto normativo, debido a que no se afecta el presupuesto. En este sentido, no se requiere conciliación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN 
La presente medida no tiene impacto sobre alguna materia regulada en lo ambiental.



	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	

	

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	(Marque con una x)

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	(Marque con una x)

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	(Marque con una x)

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	(Marque con una x)

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	(Marque con una x)

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	(Marque con una x)


Aprobó:
_________________

Nombre y firma del Jefe de la Oficina Jurídica entidad originadora o dependencia que haga sus veces

Nombre y firma del (los) servidor(es) público(s) responsables en la entidad cabeza del sector administrativo que lidera el proyecto normativo

Nombre y firma del (los) servidor(es) público(s) responsables de otras entidades 
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